Radicación No: 66001-31-05-001-2015-00587-01
María Nubia Gaviria Hurtado vs Colpensiones

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia: 

Sentencia - Segunda Instancia - 8 de marzo de 2018.

Radicación No: 
              
66001-31-05-001-2015-00587-01

Proceso: 

 
Ordinario Laboral.

Demandante:                     
María Nubia Gaviria Hurtado

Demandado:                     
Colpensiones

Juzgado de origen:         
Primero Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:      
Francisco Javier Tamayo Tabares.
Temas: 


PENSIÓN DE VEJEZ / ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005 / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN / REFORMA CONSTITUCIONAL NO AFECTÓ DERECHOS ADQUIRIDOS - Resulta pues evidente, que el Acto Legislativo 01 de 2005, más que resultar contrario a la Carta Política y, puntualmente, afectar derechos adquiridos, como lo señala la apelante, lo que propende es por la protección de estos y, guardar, de manera razonable en el tiempo, aquellos derechos en curso de adquisición, conforme a las pautas que el constituyente derivado allí fijó, mas no mantener, de manera indefinida los mismos.

En el caso puntual, como lo determinó la a quo, la señora Gaviria Hurtado, al momento de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, contaba apenas con 493,58 semanas cotizadas, razón por la cual el régimen de transición únicamente se le podría mantener hasta el 31 de julio de 2010, calenda para la cual no había consolidado los presupuestos para pensionarse, pues apenas los cumplió en el año 2013, motivo por el cual, es claramente evidente que la demandante no puede pensionarse conforme a las reglas pensionales pretendidas.
ORALIDAD

Providencia: 

 
Sentencia de Segunda Instancia, jueves 8 de marzo de 2018.

Radicación No: 
              
 
66001-31-05-001-2015-00587-01
Proceso: 

 
Ordinario Laboral.

Demandante:                     

María Nubia Gaviria Hurtado
Demandado:                     

Colpensiones
Juzgado de origen:         

Primero Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:    
Transición. Transitoriedad AL 01/05. Y es que, debe precisarse, que el cumplir con alguno de los requisitos consagrados en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para acceder al régimen de transición, no implica el mantenimiento pétreo e indefinido de tales condiciones, como lo parece entender la apelante, sino que le garantizaba que, en un espacio temporal que se concretó con el Acto Legislativo 01 de 2005, se le respetaran y mantuvieran las condiciones pensionales del régimen anterior que tuviere, pero siempre con la carga de cumplir con las exigencias legales en un lapso determinado.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy ocho (08) de marzo de dos mil dieciocho (2018), siendo las nueve y cuarenta y cinco de la mañana (09:45 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el recurso de apelación propuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 20 de abril de 2017 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por María Nubia Gaviria Hurtado contra Colpensiones. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Pide la actora que se inaplique el Acto Legislativo 01 de 2005 conforme a los postulados del artículo 53 de la Carta Política, que se declare a la demandante como beneficiaria del régimen de transición de la Ley 100 de 1993 y en consecuencia pide que se condene a la entidad demandada a que se reconozca y pague la pensión de vejez de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990 a partir del 30 de noviembre de 2013 en cuantía de un salario mínimo, con los correspondientes intereses moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993 o la indexación de las sumas y las costas procesales.

Se sustentan tales pedidos en que la demandante nació el 03 de febrero de 1958, que en la misma calenda del 2013 cumplió los 55 años de edad, que es beneficiaria del régimen de transición por contar con 36 años de edad al 01 de abril de 1994, que en toda su vida laboral cuenta con 870,67 semanas, de las cuales 500 semanas corresponden a los 20 años que anteceden al cumplimiento de la edad, que la última cotización efectuada fue el 30 de noviembre de 2013, que la demandante cumple con las exigencias del Acuerdo 049 de 1990, que la actora no cumple con las 750 semanas al momento de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, pero si cumple con las 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, que la demandante solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez la cual fue negada.

Admitida la demanda, la entidad demandada allegó respuesta por intermedio de portavoz judicial, aceptando la reclamación pensional y la negativa de la entidad. Frente a los restantes hechos indica que no le constan. Se opone a la totalidad de las pretensiones y excepciona de fondo “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.  
  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La falladora de primera instancia negó las pretensiones, luego de encontrar que si bien era beneficiario del régimen de transición contenido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, perdió tal transición el 31 de julio de 2010 en virtud del Acto Legislativo 01 de 2005, por cuanto al momento de entrada en vigencia de ese acto modificatorio de la Constitución apenas contaba con 497 semanas, por lo que para la fecha que la actora satisfizo el presupuesto de la edad (2013), ya le era inaplicable la norma transicional. En cuanto al pedido de inaplicación del aludido acto modificatorio de la Carta Política, estima que es imposible ello, puesto que el mismo introdujo válidamente una limitación a la norma transicional, además, ante la claridad de la norma, no hay lugar a aplicar el principio de favorabilidad por cuanto su interpretación, como limitante del régimen transicional, es completamente evidente y corresponde a su sentido. 
III. APELACIÓN.
La parte actora estuvo inconforme con la decisión, por lo que interpuso y sustentó recurso de apelación, indicando que el demandante cumplió con los requisitos de transición contenidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y por tanto, su pensión debe regirse por los lineamientos trazados en el Acuerdo 049 de 1990, situación que en su sentir constituye un derecho adquirido, el cual es protegido por el mismo Acto Legislativo, por lo que resulta un claro contrasentido que ese mismo acto límite o restrinja el derecho a pensionarse conforme a las normas de transición.
IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Es posible inaplicar en el presente caso el Acto Legislativo 01 de 2005?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

Con el advenimiento de la Ley 100 de 1993 y con miras a proteger expectativas legítimas, el legislador estableció un régimen de transición, en virtud del cual, se mantenían vigentes para ciertos grupos, los presupuestos para pensionarse del régimen anterior, puntualmente, se mantienen la edad, el tiempo para pensionarse y el monto de la pensión exigidos en la normatividad anterior que le fuere aplicable. Tales grupos se encuentran determinados en el artículo 36 de la obra legal mencionada y exigía que los presupuestos se cumplieran al momento de la entrada en vigencia de dicha ley.

Sin embargo, con posterioridad a dicha norma, se estableció una nueva transitoriedad, contenida en el Acto Legislativo 01 de 2005, mediante el cual se modificó el artículo 48 superior, el cual indicó que el régimen de transición se extendía hasta el 31 de julio de 2010 (parágrafo 4º transitorio), pero que aquellas personas que al momento de entrar a regir dicho acto modificatorio de la Constitución -29 de julio de 2005- contarán con 750 semanas, tendría el beneficio de la transición hasta el año 2014.

Tal acto, que dígase de una vez tiene naturaleza constitucional por ser uno de los mecanismos que la misma Carta Política estableció como forma de reforma, no puede ser inaplicado, como lo persigue la parte actora, por cuanto, como lo sostuvo la a-quo, es un acto emitido de manera válida por la autoridad competente para ello y con apegó a las exigencias legales para el trámite de este tipo de actos; pero además, se trata de una norma que en lugar de afectar o menguar los derechos adquiridos por los ciudadanos, los ampara de manera especial (inciso 4º), regulando solamente aquellos derechos que apenas están en vía de adquisición o materialización, prohijando como ya se dijo, ciertas expectativas razonables y legítimas, como se hace en el parágrafo transitorio 4º, cuando se establece una protección especial a quienes están cerca de consolidar su derecho pensional.

Y es que, debe precisarse, que el cumplir con alguno de los requisitos consagrados en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para acceder al régimen de transición, no implica el mantenimiento pétreo e indefinido de tales condiciones, como lo parece entender la apelante, sino que le garantizaba que, en un espacio temporal que se concretó con el Acto Legislativo 01 de 2005, se le respetaran y mantuvieran las condiciones pensionales del régimen anterior que tuviere, pero siempre con la carga de cumplir con las exigencias legales en un lapso determinado.

El tema no ha sido ajeno a la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, siendo pertinente, para una mejor argumentación de la decisión, citar uno de tales pronunciamientos:

“Del texto reproducido puede observarse que se establecieron dos condiciones para que las personas beneficiarias del régimen transitorio pensional del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 lo conservaran, a saber:

La primera, que a 31 de julio de 2010 cumplan los requisitos de edad y tiempo de servicios o de cotizaciones conforme al régimen pensional anterior, caso contrario pierden los beneficios transitorios, y su régimen pensional será el establecido en la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones que la complementan o reforman .

Al respecto, ha dicho esta Corte que esta previsión es entendible en la medida que le estableció un límite de vigencia a un régimen que por su propia definición era de carácter transitorio, es decir, que debía tener una vigencia temporal. (…)
La segunda, que al momento de entrada en vigencia el Acto Legislativo tuviera cotizadas 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios; en este caso continuarían siendo beneficiarios del régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, hasta el 31 de diciembre de 2014. Esta condición se dio a manera de excepción, justamente para salvaguardar las expectativas de quienes podían pensionarse conforme con el régimen pensional anterior a la Ley 100 de 1993.

(…)
Teniendo en cuenta que la accionante hace alusión al régimen de transición como expectativa legítima, es preciso indicar que la normativa que concibió dicho régimen  (artículo 36 de la Ley 100 de 1993) exigió uno de dos requisitos para mantener lo que la actora llama ‘expectativa legítima’, esto es, la edad o el tiempo de servicios cotizados; sin embargo, el Acto Legislativo n.° 01 de 2005 eliminó la posibilidad de que el régimen de transición se mantuviera indeterminado, por lo que estableció como fecha límite de su vigencia el 31 de julio de 2010, dejando a salvo la situación de algunos de sus beneficiarios bajo la condición de contar con 750 semanas de cotización al, o con su equivalente en tiempos de servicios.
Así las cosas, debe entenderse que la expectativa legítima que protegió el legislador, es la establecida en el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, según la cual, por el solo hecho de contar con una determinada edad se podía durante su vigencia alcanzar el derecho pensional; no obstante, el citado Acto Legislativo fue el que dio precisión al término de vigencia del régimen de transición, dejando claro que éste fenecía el 31 de julio de 2010, habilitando como término último de adquisición del derecho el 31 de diciembre de 2014, para quienes contaban al momento de su vigencia por lo menos con 750 semanas de cotización.

De otra parte, vale la pena señalar que aunque el principio de confianza legítima busca amparar la expectativa legítima del administrado, para que determinada situación de hecho o regulación jurídica no sea modificada intempestivamente, ello no quiere decir que el legislador esté obligado a mantenerla en el tiempo, pues la podrá modificar “bajo parámetros de justicia y de equidad que la Constitución le fija para el cumplimiento cabal de sus funciones” (CC C-428-2009).
Por lo anterior no se observa en el presente caso la vulneración de derechos, ni principios constitucionales a la actora, así como tampoco la existencia de yerro alguno en la aplicación de las normas citadas por la recurrente, pues es  evidente que la demandante no causó el derecho a la pensión el 31 de julio de 2010, además de que a la entrada en vigencia del acto legislativo tampoco tenía las 750 semanas de cotización, ni su equivalente en tiempo de servicios, por lo que la única conclusión es que perdió el derecho al régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y en consecuencia, no podía pretender su pensión de vejez al amparo del Acuerdo 049 de 1990” (SL 19568 de 2017) (negrillas fuera del original).
Resulta pues evidente, que el Acto Legislativo 01 de 2005, más que resultar contrario a la Carta Política y, puntualmente, afectar derechos adquiridos, como lo señala la apelante, lo que propende es por la protección de estos y, guardar, de manera razonable en el tiempo, aquellos derechos en curso de adquisición, conforme a las pautas que el constituyente derivado allí fijó, mas no mantener, de manera indefinida los mismos.

En el caso puntual, como lo determinó la a quo, la señora Gaviria Hurtado, al momento de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, contaba apenas con 493,58 semanas cotizadas, razón por la cual el régimen de transición únicamente se le podría mantener hasta el 31 de julio de 2010, calenda para la cual no había consolidado los presupuestos para pensionarse, pues apenas los cumplió en el año 2013, motivo por el cual, es claramente evidente que la demandante no puede pensionarse conforme a las reglas pensionales pretendidas.

Y de una vez, dígase que tampoco alcanza tal gracia pensional conforme a las normas vigentes en la actualidad –Ley 100 de 1993 con las modificaciones de la Ley 797 de 2003-, por cuanto apenas cuenta con 1.045 semanas según la historia laboral más actualizada –fl. 84-, cifra claramente inferior a la exigida actualmente -1.300-, razón por la cual es inviable el reconocimiento pensional elevado.

Así las cosas, se observa que la única vía posible es la de desestimar las pretensiones de la demanda, como lo indicó la a quo, debiéndose por ende confirmar la sentencia de primera instancia.

En cuanto a las costas de segunda instancia, atendiendo la resolución completamente desfavorable del recurso de apelación, habrán de imponerse a cargo de la parte actora y a favor de la entidad demandada.     
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Confirmar la sentencia proferida el veinte (20) de abril de 2017 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia promovido por María Nubia Gaviria Hurtado contra Colpensiones.

2. Costas en esta instancia a cargo de la parte actora.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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